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Libertad condicional

SUBROGADO DE LIBERTAD CONDICIONAL- Requisitos / SUBROGADO DE LIBERTAD CONDICIONAL / NORMA APLICABLE – Es la que resulte ser más favorables entre las vigentes para la fecha de la comisión de la conducta, o durante el proceso, la ejecución de la pena  y la fecha de la solicitud del subrogado.

TESIS: “(…)En este punto se resalta que efectivamente la ley aplicable al presente caso es el artículo transcrito en líneas anteriores sin la modificación de la Ley 890 de 2004, ello teniendo en cuenta la jurisprudencia de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, en la que ha venido exponiendo que por voluntad del legislador, el incremento general de las penas establecido en el artículo 14 de la citada Ley se encuentra atado exclusivamente a la implementación del sistema penal acusatorio, concluyendo que en aquellos distritos judiciales en los cuales aún no se ha implementado el referido sistema procesal, no tiene aplicación el aumento de penas y por tanto, rigen los extremos punitivos establecidos en la Ley 599 de 2000.

Además que analizando la procedencia del subrogado de libertad condicional solicitado resulta claro que se debe partir desde la fecha de la comisión de la conducta reprochable, para el caso en concreto año 1993, y de acuerdo con ello se determina la norma que para ese momento se encontraba vigente, así como las leyes que se hubiesen expedido durante el proceso y la ejecución de la pena hasta el momento en el que se hace la solicitud, no desconociendo las mismas pero acogiendo la que sea más favorables al aquí procesado, que en el presente caso, se insiste, es el artículo 64 de la Ley 599 de 2000, sin la modificación de la Ley 890 de 2004, máxime si se tiene en cuenta que, como ya se dijo, el sistema acusatorio comenzó a regir en el Distrito Judicial de Santa Marta a partir del 1° de enero de 2008.

De esta manera, resulta evidente que la ley aplicable en el caso de López Arrieta, exige como requisitos para acceder al beneficio de libertad condicional: a.- cumplimiento de las tres quintas partes de la pena privativa de la libertad; b.- haber observado buena conducta en el establecimiento carcelario.
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ASUNTO

Decidir el recurso de apelación interpuesto y sustentado por la defensora de Heber Alfonso López Arrieta contra el auto de 20 de febrero de 2014 mediante el cual la Jueza Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Descongestión de Santa Marta le negó el subrogado de libertad condicional.

ANTECEDENTES

De acuerdo con hechos ocurridos el 20 de septiembre de 1993 se inició investigación penal en contra de los señores Heber López Arrieta, José Joaquín Herrera Suárez y otros, la que finalizó con sentencia condenatoria de 30 de abril de 2012 dictada por el Juez Primero Penal del Circuito con funciones de conocimiento de Turbo (Antioquia) por el delito de encubrimiento por favorecimiento.
LA DECISION APELADA

EL Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Descongestión de Santa Marta negó la libertad condicional deprecada aduciendo que el sentenciado no cumple con el factor subjetivo del artículo 64 del Código Penal, conforme lo impone la modificación del artículo 5 de la Ley 890 de 2004, fundamentando su negativa en la gravedad de la conducta, no superando todos los requisitos subjetivos para acceder al beneficio.
LA SUSTENTACION DE LA APELACION

La abogada defensora alega que al momento de la valoración de los requisitos subjetivos, estos colman las expectativas jurídicas según la solicitud de que se trata, mas el fallador de primera instancia se aparta de la aplicación del principio de favorabilidad de la Ley 1709 de 2014, y remite su escasa argumentación jurídica a transcribir apartes de una sentencia sin tener en cuenta la carencia de antecedentes. 

Recalca que el estudio hecho por el juez de instancia no debe hacerse desde la perspectiva de la responsabilidad penal del condenado, pues esos hechos ya fueron objeto de reproche en la sentencia penal condenatoria, razón por la que el estudio del subrogado solicitado debe versar sobre hechos ocurridos con posterioridad a la misma e inherentes con el comportamiento del sentenciado.
CONSIDERACIONES DE LA SALA

El artículo 64 del Código Penal, Ley 599 de 2000, consagra la libertad condicional como mecanismo sustitutivo de la pena privativa de la libertad; sin embargo, su concesión va sujeta al cumplimiento por parte del condenado de determinadas exigencias, siempre que de su buena conducta en el establecimiento carcelario se pueda deducir que no existe necesidad para continuar con la ejecución de la pena.
Ahora, debido a que dicho precepto ha sufrido en los últimos años distintas modificaciones, lo primero que debe la Sala establecer es la norma aplicable, para una vez definida aquella, realizar un estudio en torno al cumplimiento de las exigencias para acceder al beneficio.
El asunto mencionado se resuelve cuando se precisa cuál es la disposición que se encontraba vigente al momento en que ocurrieron los hechos, debiéndose acudir a la sentencia en la que fue condenado el señor Heber López Arrieta.
En tal sentido se tiene que los hechos que dieron origen al proceso penal en el que fue condenado el señor López Arrieta y otros, ocurrieron el 22 de septiembre de 1993, siendo procesado por el delito de encubrimiento por favorecimiento, dictándose resolución de acusación el 23 de diciembre de 2008, emitiéndose posteriormente sentencia condenatoria el 30 de abril de 2012 por el delito que se acusó el que se encuentra en el artículo 446 de la Ley 599 de 2000, procedimiento todo que se tramitó bajo la Ley 600 de 2000. 
Entonces, los hechos por los cuales fue condenado Heber López Arrieta ocurrieron en el mes de septiembre de 1993, mas fue procesado bajo la Ley 599 de 2000 y el procedimiento que se aplicó fue el dado en la Ley 600 de 2000, por tanto la normatividad aplicable para estos efectos será el artículo 64 de la Ley 599 de 2000, sin la modificación implementada con la Ley 890 de 2004, que señala:

“El Juez concederá la libertad condicional al condenado a pena privativa de la libertad mayor de tres (3) años (declarado inexequible), cuando haya cumplido las tres quintas partes de la condena, siempre que de su buena conducta en el establecimiento carcelario pueda el Juez deducir, motivadamente, que no existe necesidad para continuar con la ejecución de la pena” (…)

En este punto se resalta que efectivamente la ley aplicable al presente caso es el artículo transcrito en líneas anteriores sin la modificación de la Ley 890 de 2004, ello teniendo en cuenta la jurisprudencia de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, en la que ha venido exponiendo que por voluntad del legislador, el incremento general de las penas establecido en el artículo 14 de la citada Ley se encuentra atado exclusivamente a la implementación del sistema penal acusatorio, concluyendo que en aquellos distritos judiciales en los cuales aún no se ha implementado el referido sistema procesal, no tiene aplicación el aumento de penas y por tanto, rigen los extremos punitivos establecidos en la Ley 599 de 2000.

Además que analizando la procedencia del subrogado de libertad condicional solicitado resulta claro que se debe partir desde la fecha de la comisión de la conducta reprochable, para el caso en concreto año 1993, y de acuerdo con ello se determina la norma que para ese momento se encontraba vigente, así como las leyes que se hubiesen expedido durante el proceso y la ejecución de la pena hasta el momento en el que se hace la solicitud, no desconociendo las mismas pero acogiendo la que sea más favorables al aquí procesado, que en el presente caso, se insiste, es el artículo 64 de la Ley 599 de 2000, sin la modificación de la Ley 890 de 2004, máxime si se tiene en cuenta que, como ya se dijo, el sistema acusatorio comenzó a regir en el Distrito Judicial de Santa Marta a partir del 1° de enero de 2008.

De esta manera, resulta evidente que la ley aplicable en el caso de López Arrieta, exige como requisitos para acceder al beneficio de libertad condicional: a.- cumplimiento de las tres quintas partes de la pena privativa de la libertad; b.- haber observado buena conducta en el establecimiento carcelario.
El término de privación de libertad de Heber López Arrieta, que fue condenado a 70 meses de prisión, se comienza a contar desde el 20 de septiembre de 2010, fecha en la que fue capturado según la información contenida en la cartilla biográfica anexada en el expediente, mas en el auto apelado se le reconoce como tiempo efectivo de prisión, que incluye tiempo físico, al igual que el redimido y el reconocido en auto de 13 de diciembre de 2013, hasta el 20 de febrero de 2014, 45 meses y 19 días.
Es de esta manera, que aún sin contabilizar el tiempo transcurrido desde el 20 de febrero de 2014 hasta el 20 de junio de los corrientes, se superan los 42 meses correspondientes a las 3/5 partes de la pena impuesta al condenado (70 meses). 
Por otra parte, de los folios 69 al 73 del cuadernillo del Juzgado Primero de Ejecución de Penas de Descongestión están la cartilla biográfica, la constancia de buena conducta y la resolución que conceptúa favorablemente sobre la libertad condicional del sentenciado, documentos que exige el artículo 480 de la Ley 600 de 2000 para acceder al subrogado penal en estudio.
En este orden de ideas, por encontrase reunidos los requisitos para conceder la libertad condicional a Heber Alfonso López Arrieta, se le otorgará la misma.
Previamente, éste se comprometerá a cumplir las obligaciones relacionadas en el artículo 65 del Código Penal; tales obligaciones se garantizarán mediante caución equivalente a un salario mínimo legal mensual vigente.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Santa Marta,

RESUELVE
PRIMERO.- Revocar la decisión de 20 de febrero de 2014 proferida por la Jueza Primera de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Descongestión de Santa Marta dentro del caso de Heber Alfonso López Arrieta.
SEGUNDO.- Conceder, en consecuencia, libertad condicional a Heber Alfonso López Arrieta, previo compromiso de cumplir las obligaciones relacionadas en el artículo 65 del Código Penal, las que se garantizarán mediante caución equivalente un salario mínimo legal mensual vigente, la que debe ser consignada en el Banco Agrario en la cuenta del Consejo Superior de la Judicatura.
Contra la presente decisión no procede recurso alguno.

COMUNÍQUESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE AL JUZGADO DE ORIGEN
JUAN BAUTISTA BAENA MEZA
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